Carátula 


COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL 


(Sesión celebrada el día 25 de junio de 2018). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 14:05). 

—Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente). 


«Carpeta n.” 1106/2018. La Cámara de Representantes remite aprobado un proyecto de ley 
por el que se dispone la creación de un monumento en homenaje a los ciudadanos caídos en el 
cumplimiento de Misiones de Paz. Distribuido n.* 1942/2018». 


—Agradecemos la presencia del doctor Jorge Díaz, fiscal de corte y procurador general de la 
nación. 


Estamos analizando un proyecto de ley que cuenta con media sanción de la Cámara de 
Representantes. En realidad, como punto de partida hubo una iniciativa del señor representante Trobo; 
luego, hubo otra por parte del señor senador Mieres y, por último, el Poder Ejecutivo remitió una similar. 
En su momento, la Cámara de Representantes decidió unificar criterios y trabajar sobre la iniciativa que 
finalmente fue aprobada y ahora está a consideración de esta comisión. 


El pedido de convocatoria al señor fiscal partió de quien habla y se vincula con dos aspectos 
muy concretos. 


Recordemos que este proyecto de ley ingresó antes que las modificaciones al CPP remitidas 
por el Poder Ejecutivo. En virtud de ello estamos aquí para legislar —por primera vez en esta materia— 
sobre la jurisdicción militar en una franja de veinte kilómetros en la frontera y el procedimiento ante la 
eventualidad de que se encuentre a una persona cometiendo un delito. Reitero que esto fue fijado 
antes de la remisión de las modificaciones del CPP y por ello se nos ocurrió consultar al señor fiscal 
acerca de qué eventuales cambios habría que hacerle a este proyecto de ley para que no existan dos 
sistemas o procedimientos —uno que habla de veinte kilómetros hacia adentro y, otro, de los primeros 
veinte kilómetros de la frontera hasta ese límite—, sino un procedimiento unificado. 


Por otro lado, supongamos que el mencionado procedimiento está en marcha, se da la 
comisión de un delito y actúa un integrante de las Fuerzas Armadas. La iniciativa que viene de la 
Cámara de Representantes establece que se dará cuenta a la policía o a la autoridad administrativa 
correspondiente; imagino que se refiere a la Aduana y, eventualmente, al Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca si existieran infracciones sanitarias. En principio, nos parece —y por eso también 
queremos consultar al señor fiscal- que ese paso que se da cuando un soldado recurre a la policía a 
dar cuenta y no al fiscal “como ocurría antes— es una intermediación que no agrega al procedimiento. 


Por parte del ministerio se nos dijo que no se quería ser auxiliar de la justicia, pero tal como 
está redactado el texto, las Fuerzas Armadas terminan siendo auxiliares de la policía; es decir que son 
auxiliares de los auxiliares. El ejemplo más cercano que tenemos es el de la Prefectura Nacional Naval 
—también integrante de las Fuerzas Armadas-, que antes daba cuenta a la justicia y ahora lo hace 
directamente al fiscal. 


Esas son las dos consultas puntuales que quisiera hacer al señor fiscal. 


SEÑOR DÍAZ.- En primer lugar, quiero reiterar algo que señalo cada vez que vengo a esta casa: para 
aquellos servidores públicos cuya designación y permanencia en el cargo no están sujetas al escrutinio 
popular, siempre es un honor concurrir aquí, donde trabajan los representantes más directos del 


pueblo. Además, siempre se trata de una rendición de cuentas porque venir aquí implica estar 
dispuesto a rendir cuentas de nuestra actuación. 


En segundo término, confieso que este es mi primer contacto con el proyecto de ley. No lo vi 
sino cuando recibí la convocatoria de esta comisión, por lo tanto, las reflexiones que pueda realizar, a 
partir de una primera lectura y aproximación, son, como decimos los juristas, «a beneficio de 
inventario»; es decir, a veces frente a temas complejos uno va acercándose por aproximaciones 
sucesivas y, ciertamente, de nuevas lecturas pueden surgir otras dudas o enfoques. 


En tercer lugar, el proyecto pretende regular una materia que es, de por sí, delicada. En 
todas partes del mundo, el regular las relaciones entre las instituciones de un Estado que están 
autorizadas a portar armas, siempre es una cuestión delicada; se debe ser muy preciso y cuidadoso en 
la específica determinación de las competencias de ambas instituciones. Y es una materia delicada 
también porque pretende regular, no solo lo que pueden ser las relaciones entre instituciones armadas 
sino también las relaciones de esas instituciones con los ciudadanos que, eventualmente, puedan ser 
sometidos a la intervención de esas instituciones; esto es algo muy delicado porque ahí siempre 
estamos en contradicción entre la seguridad y la libertad, entonces, se debe ser muy cuidadoso. 


Al proyecto de ley hay que leerlo detenidamente, tanto por las cosas que dice como por todo 
aquello que no dice y que queda sobrevolando. 


A través del artículo 1. se da a las Fuerzas Armadas competencia, básicamente, para dos 
tareas: la de vigilancia y la de apoyo a organismos con jurisdicción y competencia en la zona fronteriza. 
Aparentemente, son dos funciones distintas —más allá de la redacción— pero tienen una conexión 
teleológica de medio a fin, es decir no se vigila por vigilar sino para algo, en este caso, para apoyar a 
los demás organismos con jurisdicción y competencia. Una vigilancia por sí misma no tiene mucho 
sentido y, de hecho, la vigilancia que puedan hacer las Fuerzas Armadas para desempeñar las tareas 
que ya le son propias no requiere de una ley que la autorice. 


Lo que es bastante amplio y un poco inasible es el concepto de apoyo a los organismos con 
jurisdicción y competencia. ¿Qué quiere decir «organismo con jurisdicción y competencia»? En 
realidad, organismos tales son, prácticamente, todos los del Estado. En la zona fronteriza tienen 
competencia la policía, la Aduana, la Dirección General Impositiva, las intendencias y la fiscalía, es 
decir, hay un sinnúmero de instituciones que tienen jurisdicción y competencia para intervenir en esa 
zona del territorio, cada una de ellas dentro de su área de competencia: la Aduana será para controlar 
el contrabando; la Dirección General Impositiva, para registrar una eventual evasión de impuestos; la 
policía, para vigilar la seguridad y la comisión de los delitos; y la fiscalía para investigar los delitos. No 
está claramente determinado cuáles son esos organismos, entonces, en principio, podrían ser todos. 
Del texto de la ley parece surgir que se apunta para el lado de la seguridad; sin embargo, estuve 
leyendo las versiones taquigráficas de las comparecencias a esta comisión y de la discusión en la 
Cámara de Representantes y advertí que no se apunta solamente a las cuestiones vinculadas a la 
seguridad porque se habló, inclusive, de las intendencias y demás. 


En definitiva, el concepto de apoyo a otros organismos con jurisdicción y competencia es muy 
amplio y abarcaría a prácticamente todas las instituciones del Estado. 


Lo relativo a la zona fronteriza, que se establece en el artículo 2.%, no merece mayores 
discusiones, salvo que por decreto deberá especificarse cuáles son los límites en los cuales se tendrá 
que actuar, porque se excluyen los centros poblados. Habrá que determinar de manera precisa dónde 
comienza y dónde termina la zona urbana y si comprende la zona urbana, la suburbana, en fin, para 
evitar algún tipo de inconvenientes en ese sentido. 


Me voy a referir a las cuestiones que tienen competencia con la fiscalía y con la policía 
nacional como auxiliar de la justicia, porque creo que es el meollo de la cuestión. 


En esa franja de zona fronteriza tendrá competencia la policía y también el ejército para vigilar 
y apoyar la labor de la policía. Habrá que coordinar a las dos instituciones claramente, porque no se 
trata de encomendar la tarea de vigilancia a las Fuerzas Armadas y que la policía pierda esa 
competencia. Será necesaria una tarea de coordinación que seguramente será competencia del Poder 
Ejecutivo. 


Ahora bien, hablando estrictamente de lo vinculado a la Fiscalía General de la Nación, 
podemos decir lo siguiente. Como los señores senadores saben, en una política pública de seguridad, 
básicamente hay cuatro acciones: prevención, represión, investigación y persecución criminal. La 
fiscalía no tiene ninguna competencia en la prevención y en la represión. Eventualmente, la labor que 
desarrollen las Fuerzas Armadas en las tareas de prevención —es decir, de observación y disuasión, 
que son las tareas que específicamente se le asignan a la Policía nacional según la Ley de 
Procedimiento Policial—- será una cuestión de coordinación. Desde el momento en que pueda existir 
represión —por eso el artículo habla estrictamente del uso de la fuerza o de la coacción interviene 
directamente la fiscalía. Siempre que se use la fuerza, aunque sea a los efectos de determinar si fue en 
forma racional, progresiva y proporcional, hay que informarle a la fiscalía que ocurrió un episodio de 
esa naturaleza. Lo mismo vale para las tareas de disuasión. El artículo 3. dice que «Quedan 
comprendidas —entre otras— dentro de las tareas indicadas en el artículo 1* las siguientes: A) Patrullaje 
—hasta ahí, en principio, no hay mayores discusiones—; B) Identificación de personas y control de 
vehículos», y acá surge un problema porque esta es una tarea estricta de disuasión que puede estar 
directamente vinculada a la investigación criminal. 


¿Qué significa la «identificación de personas»? A nuestro entender, el artículo 55 del Código 
del Proceso Penal que regula el procedimiento establecido para el control de identidad sería aplicable 
tanto para la fuerza policial como para la fuerza militar que intervenga. Ahí no hay ninguna discusión 
porque el artículo del Código del Proceso Penal no distingue entre la autoridad administrativa que 
intervenga, o sea que cualquiera sea ella deberá ajustarse a lo que dispone ese artículo. 


Por otra parte, cabe preguntarse qué significa «control de vehículos», si alude a controlar la 
patente o implica un registro del vehículo. Si refiere al registro del vehículo, hay otra disposición del 
Código del Proceso Penal —cuya modificación se propone en el texto que el Poder Ejecutivo envió al 
Parlamento y que están a estudio de la Comisión de Constitución y Legislación—, el artículo 59, que 
tiene que ver con el registro personal de vestimenta, equipaje y vehículo. Evidentemente, cualquiera 
sea el texto final de este artículo 59, el actual o el que resulte de la discusión parlamentaria, las 
Fuerzas Armadas que procedan al control o al registro de los vehículos deberán ajustarse a ese 
procedimiento. 


Hasta ahí, si no hay nada irregular, uno podría decir que no habría ningún tipo de problema, 
siempre y cuando el personal militar se ajuste al procedimiento legalmente establecido. El problema 
radica en el literal C) que refiere a la «Detención en caso de flagrante delito». Cuando hablamos de 
detención estamos directamente frente a una tarea de investigación criminal, una tarea que 
naturalmente desarrollan quienes son auxiliares de la justicia. Según la Constitución de la república, 
solamente se puede detener con una orden judicial; nadie puede ser detenido infraganti delito y ahí se 
comprenden las dos opciones: flagrancia propia o flagrancia impropia, que están reguladas en el 
código, y orden escrita de juez competente. En este último caso, no habría problema, pero el militar 
tampoco podría detener a la persona porque la competencia sería solo para casos de delito flagrante, y 
acá no se habla del caso de tener una orden escrita, que debería especificarse si se pretende incluirla. 


El problema es qué pasa después que se detiene a la persona. Leí la versión taquigráfica de 
la comparecencia del señor ministro y su asesora y decían que habían discutido con las Fuerzas 
Armadas que ellos no querían ser auxiliares de la justicia. De hecho, las Fuerzas Armadas ya son 
auxiliares de la justicia. La Prefectura Nacional Naval en la franja costera y la Policía Aeronáutica 
también cumplen funciones de policía judicial, es decir, de auxiliares de la justicia en la investigación y 
la represión de los delitos. No me queda claro cómo se puede no ser auxiliar de la justicia y tener 
facultades para detener. Si tengo facultades para detener infraganti delito, de alguna manera estoy 
siendo auxiliar de la justicia, independientemente del procedimiento posterior. En el último párrafo del 
artículo 3.2 se dice que «se comunicará de forma inmediata a la autoridad policial u organismo 
competente». El «organismo competente» no es el organismo administrativo competente, sino el 
organismo competente. De la lectura de este párrafo podría inferirse que debería darse cuenta a la 
fiscalía, que también tiene competencia en ese caso. Por lo que leí de la versión taquigráfica de la 
comparecencia del ministro no es lo que se pretende. Debería especificarse porque si dice «autoridad 
policial u organismo competente» se podría entender que debería darle cuenta directamente a la 
fiscalía. 


Si entiendo bien, lo que se pretende —no lo que se obtiene con esta redacción- al decir que no 
es auxiliar de la justicia es separar a las Fuerzas Armadas de la intervención de la fiscalía. Pero, desde 
el momento en que tiene facultad para detener, eso es absolutamente imposible. ¿Por qué? 
Imaginemos la hipótesis de que el personal militar detiene a una persona infraganti delito en la zona 
territorial que corresponda. Le da cuenta al policía. El policía llama al fiscal. Lo primero que va a hacer 
el fiscal es preguntarle cuáles fueron las condiciones de la detención, en qué circunstancia fue detenida 


esa persona. El oficial de la policía le va a decir que fue detenido por personal militar del destacamento 
tal a cargo del sargento, del oficial, del teniente o de quien esté a cargo del procedimiento, y 
necesariamente el fiscal deberá constatar que esas circunstancias de la detención son tal como se las 
dicen. ¿Por qué? Porque una vez que el individuo es trasladado a la fiscalía e interrogado, si el fiscal 
decide formalizar —es decir, si solicita a la justicia que se formalice la investigación—, se va a la 
audiencia de formalización y lo primero que va a hacer el juez —porque está obligado legalmente a 
hacerlo— es controlar la legalidad de la detención. Para controlar la legalidad de la detención debe 
tener absolutamente claro cuáles fueron las circunstancias en las que esa persona fue detenida. Tiene 
que quedar claro qué personal intervino y en qué circunstancias lo detuvo. Además, es posible que la 
defensa solicite que el personal militar vaya a declarar a la fiscalía y, aun en caso de que el fiscal no 
haga lugar a la solicitud de la defensa, esta puede pedírselo al juez y el juez necesariamente lo va a 
citar. Esto es nada más que para el control de la legalidad de la detención. Si fueran a juicio oral, 
necesariamente ese personal va a tener que ir a declarar por la sencilla razón de que la declaración del 
funcionario aprehensor va a ser la prueba de la comisión de ese delito. En los casos de flagrancia, la 
declaración del funcionario aprehensor es fundamental porque es la prueba que tiene el fiscal de que 
ese individuo cometió un delito. 


Por lo tanto, no sé si es lo que se pretende o no, pero tal como está redactada la norma 
queda absolutamente claro que ese vínculo o esa conexión entre el personal militar y la fiscalía de 
ninguna manera se puede eludir con la redacción de este párrafo. Desde el momento en que tiene 
facultades para detener, entra en la órbita del control de las autoridades de la justicia, entendiéndose 
por tales la fiscalía primero y el juez después. No queda claro. No es auxiliar de la justicia, pero apoya 
—apoyo y auxilio es lo mismo- al auxiliar de la justicia. Ese nexo o vínculo no se puede romper en los 
hechos. Pueden pasar cuatro, cinco o diez años sin que haya una detención en esta zona del territorio 
y que no exista ningún problema, pero también es posible que al otro día de la detención ocurra. 


Las discusiones que quizá no se den acá se van a dar luego en el juzgado de forma 
automática, porque lo primero que hace el defensor es controlar la legalidad de la detención. El 
defensor va a preguntar quién detuvo a la persona y, cuando le digan que fue el militar tal, va a pedir 
que ese militar vaya a verlo y le explique cuáles fueron las circunstancias de la detención. 


El artículo 4. es coherente en el sentido de que otorga a los militares la facultad de disuasión 
porque muchas veces el uso de la fuerza es un mecanismo de coacción y regula exactamente lo 
mismo que establece la Ley de Procedimiento Policial. El uso de la fuerza debe ser la última ratio. 
Debe aplicarse de forma racional, progresiva y proporcional, agotando previamente los mecanismos de 
disuasión. Sobre eso no hay mayores comentarios que realizar. 


Con respecto al artículo 5.*, va de suyo que si no estuviera sería exactamente igual, pero es 
bueno que esté porque aclara cualquier tipo de duda. Establece que el personal militar que intervenga 
en cumplimiento de la ley, si actúa de acuerdo a la ley, estará alcanzado por la causal de justificación 
prevista en el artículo 28 del Código Penal. Esos artículos son coherentes con las potestades que se 
asignan al personal militar en los artículos anteriores. 


No sé si con esto contesté las preguntas formuladas, pero se me ocurre que sería bueno que 
el texto legal fuera más explícito, de forma de evitar discusiones que, reitero, si no se dan acá, 
necesariamente se producirán luego en el juzgado. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Sin ningún lugar a dudas, el doctor Díaz ha sido muy claro, pero lo 
que sucede con el artículo 3. —que es el que presenta complicaciones— es que deja todo librado a una 
futura reglamentación del Poder Ejecutivo que hoy desconocemos pero, por lo que acaba de señalar el 
señor fiscal, no podría evadirse de lo que se acaba de expresar. De todos modos, creo que la comisión 
podría seguir trabajando este asunto. 


SEÑOR DÍAZ.- En el párrafo final se dice: «...debiendo adoptar las acciones para preservar el lugar o 
escena de los hechos, de acuerdo a lo que determine el Poder Ejecutivo en la reglamentación de la 
presente ley». Parece inferirse que la reglamentación del Poder Ejecutivo refiere a las acciones para 
preservar la escena o el lugar de los hechos. Reitero que no queda claro en ese párrafo cuál es el 
organismo competente porque no habla del organismo administrativo competente, entonces, la fiscalía 


tiene competencia para investigar. Podría interpretarse claramente —de hecho lo haría— que tiene que 
dar cuenta directamente a la fiscalía. Para que quede claro a la comisión, cuando interviene 
generalmente la Guardia Metropolitana en algún procedimiento —pasó los otros días en el 
departamento de Salto— actúa e informa al oficial de investigaciones que es el que se comunica con el 
fiscal e informa todo lo que pasa. Llegado el caso, si hubo alguna detención o una incautación el fiscal 
tiene, necesariamente, que saber cómo ocurrió. Desde el momento en que una persona es detenida y 
llevada al juzgado, el fiscal tiene que explicar al juez la circunstancia, es decir, por qué y quién la 
detuvo. Es lo primero que hace juez: un control de legalidad de la detención. ¿Cómo controla el juez la 
legalidad de la detención si no puede hacerlo de oficio? Lo puede pedir la defensa. Si lo que se 
pretende es dejar fuera al personal militar del procedimiento judicial, no se logra. Que se le ponga el 
nombre que se quiera: auxiliar, apoyo, ayuda, pero teniendo la facultad de detener, el resultado es ese. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Teniendo la presencia de un experimentado y conocido abogado, me 
gustaría que profundizara un poco más sobre el artículo 5.* del proyecto de ley referido al artículo 28 
del Código Penal. 


SEÑOR DÍAZ.-No tengo el artículo 28 del Código Penal, pero no es necesario porque lo que se 
establece en el código es una causal de justificación, es decir, exime de responsabilidad penal a aquel 
funcionario público que actuando dentro de la órbita de competencia causa daño a un tercero. Es la 
eximente de responsabilidad que tiene el policía —digo policía pero en este caso se extendería a los 
militares— cuando el funcionario tiene que utilizar la fuerza. Cuando el funcionario agota la disuasión, 
utiliza la fuerza en forma progresiva, pero lesiona a un presunto delincuente, en principio, el delito de 
lesiones está configurado. Esto establece una causal de justificación que exime de responsabilidad al 
funcionario público que dentro de la órbita de su actuación de lo que establece la ley causa una lesión, 
la muerte a una persona o el delito que fuera. Una causal de justificación es una eximente de 
responsabilidad penal. Esta es la eximente que se le aplica a los funcionarios públicos cuando en 
cumplimiento de sus funciones usan la fuerza, y no es la legítima defensa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que en pos de agilitar la discusión no podemos 
—tal como decía el fiscal— debatir en otro lado lo que no se dé aquí. 


También puede darse la siguiente circunstancia: un integrante de las Fuerzas Armadas en una zona a 
20 kilómetros hiere o mata a una persona en un enfrentamiento. 


SEÑOR DÍAZ.- Si ese integrante de las Fuerzas Armadas utilizó los medios disuasivos y luego la 
fuerza en forma proporcional, progresiva y racional está amparado por el artículo 28 del Código Penal y 
no tendrá responsabilidad penal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede darse la circunstancia de que de acuerdo con lo proyectado comunica 
a la Policía y esta ordena detener al soldado, o sea, el integrante de las Fuerzas Armadas da cuenta 
que hubo un enfrentamiento y que una persona equis resultó herida o muerta. En el camino a dar 
cuenta al fiscal la primera medida que determina el policía es la detención del funcionario actuante. 
Quiero decir que si no está clara la relación directa del organismo actuante de las Fuerzas Armadas 
con el fiscal pueden darse situaciones complejas, por llamarlas de alguna manera. 


SEÑOR DÍAZ.- Recuerdo que con 26 años, mi primer destino fue como juez de paz en San Ramón 
donde había una unidad militar. Generalmente, las relaciones entre los integrantes de la dependencia 
militar y la Policía eran particularmente complejas, así como también la intervención de la justicia. 


Ha corrido mucha agua bajo el puente, ya tengo 51 años, pero no sé si podría llegar a darse 
este tipo de circunstancia, porque el funcionario policial tendría que entender que el militar está en una 
situación de flagrancia impropia y, por ende, proceder a la detención; es extraño. Creo que eso no sería 
lo primero que haría el policía, sino llamar al fiscal y si él entiende que hay flagrancia disponer que lo 
detenga o en todo caso, pedir al juez la orden escrita para proceder a la detención. Pero esa hipótesis 
seguramente se puede dar como ocurre con el personal militar que custodia los establecimientos de 
reclusión; esta es otra intervención que tiene las Fuerzas Armadas. Históricamente, los que ya tenemos 
algunos años recordamos que hubo una época donde en los establecimientos de reclusión dos por tres 
o tres por cuatro se fugaba alguno hasta que se determinó la custodia perimetral por parte de las 
Fuerzas Armadas y las fugas se terminaron. Hubo que establecer una regulación específica para 
amparar a esos funcionarios militares que cumplen funciones allí. Incluso, se estableció la consigna del 
centinela que a los juristas nos trajo un dolor de cabeza gigante porque es una consigna que sigue el 


personal militar que está custodiando una unidad militar para evitar que alguien ingrese a la unidad 
militar, pero en este caso es al revés, es para evitar que alguien salga. En su momento hubo 
discusiones académicas interminables que por la vía de la discusión judicial se fueron resolviendo y de 
hecho el personal militar que hiere o mata a una persona en esa circunstancia, si cumple con lo que 
establece la ley 


—que es la consigna del centinela—, tampoco tiene responsabilidad penal, pero sí va a ser investigado, 
detenido y trasladado a la justicia ordinaria porque es un delito común. Eso es así y no hay discusión. 


Hace muchos años que la Suprema Corte de Justicia elucidó esas contiendas de jurisdicción 
que antes planteaba la justicia militar y que ahora ya no lo hace. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A modo de reflexión en voz alta y con el fin de ir pensando en la próxima 
sesión cuando discutamos el articulado, pienso que esta situación se resolvería agregando —si estamos 
de acuerdo-— a texto expreso que se comunicará en forma inmediata al fiscal de turno —artículo 3.*. La 
modificación al Código del Proceso Penal —cuya discusión está en la Comisión de Constitución y 
Legislación—, el artículo 1.2 que modifica el artículo 49 diría: «"ARTÍCULO 49 (Función de la Policía 
Nacional, de la Prefectura Nacional Naval y de la Policía Aérea Nacional en el Proceso Penal). 


49.1 La Policía Nacional, la Prefectura Nacional Naval, la Policía Área Nacional, y toda otra que cumpla 
funciones de policía judicial» y agregaríamos «y cualquier otro integrante de las Fuerzas Armadas de 
acuerdo con las leyes vigentes». 


SEÑOR DÍAZ.- Quiero hacer una aclaración. Tengo absolutamente claro que las decisiones de 
naturaleza política las toma el sistema político y como fiscal y jurista me corresponde, en todo caso, 
señalar cuáles pueden ser las dificultades interpretativas de una norma y decir que si se quiere hacer A 
se puede hacer de esta manera y si se desea hacer B, de esta otra. El hecho de colocar a las Fuerzas 
Armadas como auxiliares de la justicia es una definición política. Eso les corresponde a ustedes y no 
a mí; mi opinión es absolutamente intrascendente al respecto. Ahora bien, si lo establecemos así en 
ese artículo, las colocamos como auxiliares de la justicia. Ahí ya hay una definición política previa que 
lleva a eso. 


Por su parte, en la modificación del artículo 49 del CPP —que está en el proyecto del Poder 
Ejecutivo— se habla de toda otra autoridad con funciones de policía judicial. ¿Por qué se estableció esa 
redacción? En mi comparecencia del 3 de abril a la Comisión de Constitución y Legislación, 
expresamente sugerí que debería redactarse eso. Está claro que el órgano «policía judicial» no existe 
pero sí existen organismos públicos que tienen funciones de policía judicial. Esta función consiste en 
ser auxiliar “en este caso del fiscal- en la investigación del delito. Los organismos con función de 
policía judicial son la Policía Nacional; la Prefectura Nacional Naval; la Policía Aérea Nacional; la 
Dirección Nacional de Aduanas; la Dirección General Impositiva; las intendencias municipales en el 
control del tránsito, desde el momento en que las infracciones de tránsito han sido erigidas a la 
categoría de faltas, es decir, de delitos; el Ministerio de Salud Pública en lo que tiene que ver con la 
alteración de medicamentos o con delitos contra la salud pública. Es decir que hay muchas 
instituciones que pueden ser llamadas a cumplir funciones de policía judicial aunque, obviamente, la 
principal es la Policía Nacional. Por eso se expresó: «...y demás autoridades que tengan funciones de 
policía judicial... ». 


Ahora bien; si el sistema político toma la decisión de incluirlo, está adoptando la decisión 
política de que las fuerzas armadas pasen a ser auxiliares de la justicia dentro de la órbita — 
obviamente— de su competencia. Reitero: ese es un tema que tienen que decidir ustedes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En relación con el proyecto de ley que estamos discutiendo, alcanzaría con 
aclarar —no ya modificando el código— el procedimiento en el caso de la flagrancia de los 20 
kilómetros. 


SEÑOR DÍAZ.- Exactamente. Los senadores deberían tener claro que desde el momento en que se da 
la facultad para detener a una persona, se pasa a ser un auxiliar de la justicia. No sería auxiliar de la 
justicia en el sentido de que el fiscal les diga que para investigar este hecho deben hacer tal cosa o tal 
otra; no les va a dar órdenes, pero desde el momento en que detienen, en ese aspecto pasan a ser 
auxiliares. Si se entiende que el control de vehículos que se menciona en el inciso segundo es un 
registro, también estamos en la misma situación. ¿Qué pasa si se hace un registro y se encuentra un 
cargamento de cocaína? 


SEÑOR PRESIDENTE. - La voluntad de quien habla no es incluir a las Fuerzas Armadas en la función 
de auxiliares de la justicia, pero sí aclarar el procedimiento en situaciones como las que usted relataba. 
Al fin de cuentas, ignorando la situación esto no se va a resolver. No hay que obviar la relación que va 
a tener el integrante de las Fuerzas Armadas actuante con la justicia. 


SEÑOR DÍAZ.- En esta redacción y con estas competencias es absolutamente imposible obviarla. Es 
mi obligación trasmitirlo porque de acuerdo con lo que leí en las versiones taquigráficas, se podía llegar 
a entender que era algo así como intervención quirúrgica: hace tal cosa y ya se desentiende. No; es 
imposible que se desentienda porque el fiscal, aunque quiera, no se puede desentender. Además, 
después va a pasar el control de legalidad al juez, y si se va a juicio oral, la prueba de que ese 
individuo cometió el delito va a ser la declaración del soldado que lo sorprendió con la droga, con la 
mercadería ilegal, robando el ganado o lo que fuere; necesariamente tiene que ir a declarar al juicio 
como testigo. 


SEÑOR LACALLE POU.- En realidad, estamos llegando a una discusión que debería ser de la 
comisión; capaz que la visita del fiscal puede ayudar en estos términos. Lo que queda claro es que las 
Fuerzas Armadas tendrán la función de policía en determinada parte del territorio nacional. El fin último 
va a ser detener o realizar una acción represiva. Entonces, lo que se pretende es dejar claro —a 
nosotros no nos debería servir porque aquí rige el derecho escrito y, por tanto, lo que no está escrito no 
está regulado— quién asiste al fiscal o denuncia al fiscal. Tenemos cierto temor de que quede un vacío 
legal cuando pasa del militar a la policía y de la policía al fiscal. Creemos que se genera un vacío y 
dependerá del fiscal de turno o de la justicia de turno. Obviamente, la decisión final es de la mayoría 
parlamentaria y, hasta ahora, todo el sistema político o gran parte de él está de acuerdo con que se 
cumpla con esa misión, con que tenga ese rol institucional. Con lo que no estamos de acuerdo es con 
cómo defenderlo, protegerlo o blindarlo, pero no podemos dejar ese agujero que puede ser bien o 
malinterpretado o interpretado según la figura. 


Hoy contamos con la presencia del fiscal que da su opinión que es valiosa, pero luego habrá 
una discusión posterior sobre cuál es el blindaje jurídico que le damos a esa acción hasta el final, es 
decir hasta que llegue al próximo poder; que se agote la vía represiva, la vía de detención y que no 
pase a otra instancia donde hay un cuerpo que se dedica a esos temas fuera de esos 20 kilómetros. 
Básicamente, que el mando militar no quede sujeto al mando policial en temas de conexión con la 
fiscalía o con la justicia. 


SEÑOR DÍAZ.- Son temas espinosos y complejos. Cuando recibí la convocatoria y comencé a leer el 
proyecto de ley de cinco artículos, la sensación que tuve fue que era como una especie de puercoespín 
y por donde uno lo quisiera agarrar se pinchaba. Son definiciones de naturaleza política, pero lo que 
queda claro es que por más que queramos poner al personal policial en el medio, desde el momento 
que hay una detención, el baipás no funciona. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más consultas, le agradecemos la presencia al fiscal de corte. 
(Se retira de sala el fiscal de corte, doctor Jorge Díaz). 


—El senador Mujica solicita que la versión taquigráfica de la sesión sea enviada al Ministerio 
de Defensa Nacional. Se le va a pedir a la secretaría que le comunique al ministerio que la voluntad de 
la comisión es tratar rápidamente el proyecto de ley, por lo que se solicita que se aceleren los plazos 
correspondientes si es posible. 


Le solicité a la asesoría jurídica del Senado una opinión sobre este proyecto de ley y le pedí 
a la secretaría que la repartiera entre los miembros de la comisión. 


En la próxima sesión tenemos para considerar unas venias de ascenso al grado de coronel 
en el ejército y si se remite la opinión del Ministerio de Defensa Nacional, se pondría en el orden del día 
este proyecto de ley a fin de considerarlo. 


(Apoyados). 
Se levanta la sesión. 


(Son las 14:44). 
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